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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Doreen Javier Ibarra (ad-hoc) 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, Edgardo Ortuño, Iván Posada, Juan Andrés 
Roballo, Juan C. Souza y Carlos Varela Nestier. 


ASISTE: Señora Representante Daniela Payssé. 


INVITADOS: — Señora Directora de SEDHU, escribana Ana Varela Esponda y señor Subdirector, Alberto 
Gianotti. 


SEÑOR PRESIDENTE Ad Hoc (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión Especial de Población y Desarrollo Social tiene el gusto de recibir a una delegación del Servicio 
Ecuménico para la Dignidad Humana, integrada por la señora Directora Ana Varela Esponda y por el 
Subdirector, señor Alberto Gianotti. 


En este momento hemos recibido documentación, que es un aporte muy importante al proyecto de ley que 
estamos tratando. Vemos que hay distintos artículos con varios comentarios que leeremos oportunamente. 
Asimismo, los vamos a escuchar detenidamente. También recibimos un documento de ACNUR, que es el 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, que integrará el material a analizar por esta 
Comisión. 


Nuestra idea es que ustedes den su opinión sobre el proyecto a consideración -que como ya saben, fue votado 
en el Senado de la República-, a fin de recoger información para avanzar en su análisis y aprobación en la 
Cámara de Diputados. 


SEÑORA VARELA.- Queremos agradecer que nos hayan invitado. Les vamos a contar un poco qué 
hacemos, por qué estamos acá y por qué nos interesa este tema. 


El Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana es una fundación sin fines de lucro que está integrada por 
representantes de la Iglesia Evangélica del Río de la Plata, del Arzobispado de Montevideo, de la Iglesia 
Católica, de la Iglesia Evangélica Valdense del Río de la Plata, de la Iglesia Anglicana del Uruguay, de la 


Asociación Cristiana de Jóvenes, del Centro Franciscano -que todos conocemos como CIPFE, porque tiene 
un nombre larguísimo-, y de la Iglesia Evangélica Metodista en el Uruguay, que es un miembro fraternal. 


El SEDHU trabaja desde el año 1984 con refugiados y migrantes. Para nosotros, fue una opción. En los 
primeros años el SEDHU se creó para acompañar la integración de las personas que salían de la cárcel y que 
volvían del exilio uruguayo. Luego, cuando eso más o menos se solucionó, se revisó y se resolvió como una 
forma de retribuir lo que los uruguayos habían recibido, atender a los migrantes y a los refugiados. 


Desde el año 2001 somos la agencia implementadora del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Refugiados en el Uruguay, ACNUR. Por ello es que el actual responsable regional, el señor Cristian Koch 
nos mandó una carta dirigida al Presidente de esta Comisión, señor Diputado Yanes, en la cual comparte 
comentarios que la ACNUR realiza a este proyecto de ley de migraciones. La ACNUR tiene varias 
preocupaciones. Nos plantea como importante -y creo que es razonable- que se tomen en cuenta sus 
propuestas no solo para el decreto reglamentario posterior, que vendrá después de la ley, sino para el 
momento de la interpretación de ésta. 


Por este motivo, vamos a dejar esta carta y el CD para que, de ser posible, sea tomado en cuenta para la 
versión taquigráfica, ya que tiene sentido para la interpretación. AACNUR le preocupa el tema de los 
refugiados. Si bien hay una ley de refugios, en nuestro Derecho una ley deroga a otra. Por eso, al final vamos 
a tener algo muy especial para nosotros, en la doble calidad de que atendemos migrantes y refugiados. 


Nos mandaron esta carta para el Presidente pero trajimos copia para todos los miembros de la Comisión, 
porque me parece que tiene sentido que todos estén enterados, ya que creemos que cuantos más sepamos de 
esto, más fácil será tomar decisiones y votar responsablemente. 


Nosotros hicimos un trabajo estudiando artículo por artículo y queremos hacer algunas propuestas, que son 
de diferente entidad. Hay algunas que son importantes, fundamentales para nosotros, y otras que no lo son. 


En el artículo 3" del proyecto se dice: "Se entiende por 'migrante' a toda persona extranjera que ingrese al 
territorio con ánimo de residir y establecerse en él, en forma permanente o temporaria". Pero hay varios 
artículos que refieren a "inmigrante". Eso hace que en el contenido interno de la ley se genere una 
entregamos, aparece el artículo actual, la propuesta de cambio y un comentario. Además, cuando se habla de 
"inmigrante", se plantea el problema de género. En cambio, si ustedes ponen "migrante" se solucionan varias 
cosas, no usan "el" ni "la". Eso nos parece que puede ser interesante. 


El literal b) del artículo 27 del proyecto de ley dice: "(...) por esta ley el artículo anterior". No tiene ningún 
sentido poner "el artículo anterior". Concretamente dice así: "Otorgar y cancelar a las personas extranjeras la 
residencia definitiva en los casos señalados por esta ley en el artículo anterior". Eso de "artículo anterior" está 
como colgado. Las computadoras tienen una gran ventaja, pero estas cosas se nos cuelan. Como nosotros 
estuvimos mirando concienzudamente el proyecto, vamos a decir una serie de cosas en este sentido que 
pueden parecer excesivamente detallistas, pero creemos que si podemos hacer una linda ley ¿por qué no lo 
vamos a hacer? 


En el acápite del artículo 36 se dice: "Se considera no residente a la persona extranjera que ingrese al país sin 
ánimo de permanecer en forma definitiva ni temporaria en el territorio nacional.- Integran esta categoría 
migratoria: 1) expresamente por la Dirección Nacional de Migración Turistas: ". Este es otro error de la 
computadora. 


El artículo 38 dice: " Vencidos los plazos de permanencia autorizada las personas extranjeras deberán hacer 
abandono del país, excepto en aquellos casos en que la Dirección Nacional de Migración por razones 
justificadas prorrogue dicho plazo, o el extranjero, antes de su vencimiento, solicite el cambio de categoría 
migratoria". Acá hay un problema de género. Además, creo que debería decir: "(...) o la persona extranjera 
que, antes de su vencimiento, solicite el cambio de categoría migratoria". Ese "que" ayuda a la comprensión 
del contenido. 


En cuando al artículo 45 debo decir que no me gusta ver dos "al" separando una palabra. Me parece que 
queda feo. Este artículo dice así: "Serán causales de rechazo al ingreso al país las siguientes:". Nosotros 
proponemos que diga: "Serán causales de rechazo para ingresar al país las siguientes: ". El literal f) dice: 


"Razones de orden público de índole sanitaria en concordancia con lo establecido en el Reglamento 
Sanitario". El literal g) dice: "Razones de orden público o de seguridad del Estado determinadas por el Poder 
Ejecutivo". Ahí quedaría separado, porque son cosas distintas. Una cosa es lo sanitario y otra el orden público 
y la seguridad del Estado. Por esto está bueno que estén separados. 


El artículo 51 dice: "Serán causales de expulsión en el territorio nacional las siguientes: e) ejecución de la 
medida de cancelación de la residencia temporaria". ¿No sería mejor "la ejecución de la cancelación de la 
residencia"? Nos parece mejor esta propuesta, porque si no, queda mal la redacción. 


En el artículo 52 está el problema de la palabra "inmigrante", que habíamos hablado al principio. Creemos 
que debería decir "migrante" para mantener la coherencia interna del texto. 


El artículo 59 dice: "Las empresas de transporte internacional, sus agentes o representantes, serán 
solidariamente responsables por el transporte y custodia de pasajeras/os y tripulantes, hasta que hubiesen 
pasado la inspección del control migratorio, debiendo cumplir al efecto con las disposiciones de esta ley y su 
reglamentación”. Nos parece que hay que tener cuidado porque hay otras leyes además de esta. Hay normas 
de control aduanero, que no están en esta ley. Me pregunto si no sería mejor poner "las normas vigentes". De 
lo contrario se estaría achicando la responsabilidad de las empresas de transporte. Estoy pensando, por 
ejemplo, en los ómnibus que van al Chuy, que no solamente transportan personas; a veces transportan otras 
cosas, que no están en esta ley. Entonces, si ponemos "las normas vigentes", estamos ampliando el espectro 
de la responsabilidad de los transportistas, lo que nos parece que tiene sentido porque es parte de la realidad. 


El artículo 67 dice: "En caso de que la empresa no diera cumplimiento a las obligaciones emergentes de los 
artículos 66 y 67 más(...)". Es absurdo, porque se cita a sí mismo. En realidad, tendría que citar al 63, 64 y 
65. Aquí hay un error de concordancia. 


En cuanto al artículo 69 se planteó una discusión en la Comisión del Senado, porque nos preocupaba que 
fueran muy altas las multas, para que ninguna empresa de transporte prefiera pagar las multas y no cumplir 
con su obligación. Efectivamente, la Comisión del Senado tomó esta propuesta. Al principio se habló de 50 
Unidades Reajustables, es decir, muy poco. Pagaban la multa y no hacían nada. Entonces, dijimos que esto 
nos estaba perjudicando a todos y como están obligando a un montón de gente a hacer trámites y a trabajar, 
que nos compensen. Además, si mañana hay que devolver a alguien a su país de origen tenemos que pensar 
en lo que vale un pasaje de Montevideo a la China. ¿Para qué? Para que la empresa de transporte lo pague. 
Así fue que se fijó un mínimo de 400 Unidades Reajustables. Yo soy escribana jubilada, pero tengo 
deformaciones profesionales que no puedo evitar. Hoy la Unidad Reajustable es una unidad de medida. Si las 
leyes se cambian y hoy, en el 2007, estamos cambiando la de migración del año 1947, del siglo pasado, no sé 
si dentro de cincuenta años la Unidad Reajustable será una unidad de medida. Entonces, me pregunto por qué 
no agregar "o su equivalente". 


SEÑOR ROBALLO.- Por ejemplo, cuando el Salario Mínimo Nacional se subió y dejó de ser una 
unidad de medida para una cantidad de cosas para las cuales se había empezado a usar, quizás de una 
forma más impropia que la Unidad Reajustable, la propia norma estableció la Base de Prestaciones y 
Contribuciones. De alguna manera, la sustituyó y refirió a todas las normas que las incluía como una 
base de medida. Por ahí estaría salvado el asunto. 


SEÑORA VARELA.- Nos preocupaba eso porque sabemos que a las empresas de transporte no les 
gusta mucho esto. Por tanto, si pueden encontrar una puerta la van a usar. 


El Título XIII se denomina "De las sanciones administrativas". El artículo que acabamos de mencionar habla 
de las sanciones administrativas, pero el artículo 70 habla de exoneraciones. Entonces, habría que cambiar 
ese título, que quedaría así: "De las sanciones administrativas y las exoneraciones". De lo contrario, parecería 
que la exoneración es una sanción administrativa, y no lo es. Para este caso tenemos un planteo específico, 
que para nosotros es importante. 


El artículo 70 dice: "La Dirección Nacional de Migración podrá exonerar del pago de la tasa correspondiente 
a sus servicios, a aquellas personas que se encuentren en situación de pobreza. Dicha situación deberá 
justificarse fehacientemente entendiéndose como tal a quien presente carencias críticas en sus condiciones de 
vida". Nosotros hablamos desde la vida real. Y la vida real nos dice que los mandos medios no hacen 


funcionar esto. Lo decimos claramente: los refugiados tienen que pagar; los solicitantes de refugio tienen que 
pagar. Yo no digo que todos; hay algunos que no pueden, pero los que puedan tienen que pagar. Para los que 
no pueden el pago lo hace ACNUR. ¿Hasta cuándo lo va a hacer? No sabemos. ¿Hasta cuándo ACNUR nos 
va a financiar esto? No sabemos. Además, no estamos hablando de un número que le pueda quitar proventos 
a la Dirección Nacional de Migración. En el Uruguay tenemos en total 175 refugiados y solicitantes de 
refugio. Se podrán dar cuenta de que el número no hace problemas a nadie. 


Por tanto, planteamos agregar allí un inciso que diga: "También la Dirección Nacional de Migración podrá 
exonerar de la tasa correspondiente a sus servicios, a aquellas personas que sean solicitantes de refugio o 
refugiadas". Pusimos "podrá", porque en el decreto reglamentario se establecerá cómo se va a determinar 
esto. Como en todos los casos, hay señores con buen pasar económico, que deberán pagar y hacer todos sus 
trámites. Pero están los pasajeros clandestinos, los polizones, que vienen con la ropa que le dieron en el 
barco. Actualmente, ACNUR les paga a ellos, pero lo va a dejar de hacer, porque cada vez tiene menos 
recursos y los ajusta más. El Estado uruguayo es quien concede refugio; forma parte de las obligaciones del 
Estado uruguayo que las personas se documenten. Entonces, sería lógico que esto se solucione con una 
exoneración, teniendo en cuenta que no es un número tan grande. 


SEÑOR ROBALLO.- Me distraje un momento porque estábamos discutiendo con la señora Diputada 
Payssé otro aspecto, que tiene que ver con la iniciativa del Poder Ejecutivo en este asunto. 


Me pareció entender que el espíritu del cambio tiene que ver con sacar de determinada esfera el carácter de 
potestad. Es verdad que no existe un procedimiento rápido como hay en otros ámbitos, como por ejemplo, el 
de auxiliatoria de pobreza, lo cual sería un problema para este tipo de personas, porque si no tienen 
documentación básica no pueden acceder a un proceso judicial. 


Se me ocurre -pienso en voz alta y lo dejo planteado; no es para resolver ahora- que, si bien es un aspecto que 
quizás pueda entenderse que corresponde a la reglamentación del artículo, sería conveniente pensar en un 
artículo que generara alguna cláusula vinculante o algo por el estilo. Me parece que ese es el espíritu de la 
propuesta, es decir, no dejarlo al arbitrio de la Administración y, seguramente, de órganos de menor jerarquía 
que, a veces, se transforman en esa especie de burocracia que hace que se impidan determinados procesos. 
Todos sabemos que, si bien existe esta institución, tenemos que prever estas circunstancias para hipótesis en 
las que dicha institución no esté o no actúe. 


Me parece bien la observación. No me satisface del todo el agregado presentado. Entiendo la delicadeza de 
plantearlo de esa forma, pero quizás podríamos dejar abierto este tema para que en un futuro cercano 
pensemos en alguna otra fórmula que tenga carácter vinculante para algún tipo de situaciones y también a 
través de un procedimiento aunque, obviamente, la ley no puede entrar en aspectos reglamentarios, pero sí 
puede marcar las pautas y las obligaciones principales del Estado en ese tipo de situaciones. 


SEÑORA VARELA.- Una de las cosas que nos plantearon -lo hizo la Dirección Nacional de Migración- 
es que es una tasa y que para exonerarla en forma general se necesita una ley. El que resuelve no es un 
órgano, sino el Director Nacional de Migración y hasta ahora ¡hubo una sola exoneración! Es muy 
difícil. Para nosotros es una pelea cotidiana. Después vamos a contar otros casos de la vida real para 
que vean cómo funciona esa pelea cotidiana, que es muy dura. Pero, bueno, nos preocupaba esto, que 
es un detalle no menor. 


Por otra parte, cuando fuimos a la Comisión del Senado les hicimos notar que en muchos artículos se decía: 
"los nacionales de esos Estados". Y este es un concepto ambiguo y complejo. Los nacionales uruguayos son 
los hijos de los uruguayos nacidos en el extranjero pero también, en nuestra legislación, son los ciudadanos 
legales, y para las otras no sé. Entonces, si en vez de los "nacionales de esos Estados" ponemos "personas 
ciudadanos de esos Estados", estamos obviando el problema de los nacionales. En el Senado esto fue 
corregido en todos los artículos, pero se les escapó en este y en el 72. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 


——- En el artículo 73, nos planteamos algo más. El SEDHU no solo trabaja con migrantes; también trabaja 
con los uruguayos en el exterior. Muy a menudo recibimos pedidos de uruguayos en el exterior para legalizar 
sus partidas acá y para solucionar sus problemas. Esto nos pone en alerta sobre planteos que la gente hace. 


Parecería que una política de Estado -por lo menos, planteada; luego se verá la posibilidad- es que los 
uruguayos retornen. Entonces, en este artículo, después de "coordinación de la política nacional de 
vinculación", nosotros agregamos "o retorno". Esto es importante. Y agregamos: "con la migración 
uruguaya", porque al agregar "retorno" tenemos que calificarlo. No se trata de todo el mundo, sino de la 
migración uruguaya que retorna. Esto nos parece importante porque, realmente, después hay normas que 
plantean la posibilidad del retorno con determinadas condiciones; entonces, la misma ley está estableciendo 
esto y nos parecía importante agregarlo. 


Además, respecto al retorno, en el artículo 77, en el último inciso dice: "Los citados vehículos deberán ser 
empadronados directamente por los interesados en las Intendencias Municipales correspondientes". Me 
parece que la intención es que ingresen un solo vehículo. Entonces, el artículo quedaría así: "El citado 
vehículo deberá ser empadronado directamente por la persona interesada en las Intendencias Municipales 
correspondientes". De esa forma, nadie intentará traer dos. 


Muchas veces, el vehículo puede estar a nombre de los cónyuges. Entonces, los interesados pueden ser uno o 
dos y hay que mantener el origen del bien. 


En lo que refiere a la redacción del artículo 78 -esto lo planteamos en el Senado y no convencimos; decimos 
las cosas como son- ¿qué es cruce ilegal de personas? Es algo más que eso; estamos hablando de ingreso, 
egreso o permanencia, no estamos hablando solo de que crucen. Después de cruzar, pasan cosas. Entonces, 
nos parece que -y piénsenlo- es algo más que cruzar. Después la gente se queda y ¿qué le pasa cuando se 
queda? 


Por otra parte, en el artículo dice "inmigrantes" y nosotros preferimos "migrantes". 
, y 


El artículo 79 -también lo planteamos en el Senado, pero tampoco convencimos- dice: "La/el que de 
cualquier manera o por cualquier medio, participare en el reclutamiento, transporte, transferencia, acogida o 
el recibo de personas para el trabajo o servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares, la servidumbre, 
la explotación sexual, la remoción de órganos o cualquier otra actividad que menoscabe la dignidad humana, 
será castigado con una pena (...)" Bueno, las personas no se transfieren; nos parece que, en este caso, el verbo 
"transferir" está incorrectamente utilizado. 


Además, "la remoción de órganos", ¿qué significa? ¿Que los mueven adentro del cuerpo de un lugar a otro? 
Nos parece que la expresión correcta sería "la extracción de órganos"; "remoción" no es aplicable a este caso 
porque lo buscamos en el diccionario y significa "mover algo de un lugar a otro". ¿Estamos hablando de si el 
páncreas es puesto más arriba o más abajo? Nos parece que la elección de ese verbo no fue feliz. 


En el artículo 82 hay un problema; el literal e) refiere a los agravantes de los delitos de trata y tráfico. En el 
literal e) solamente se establece el agravante, pero no para la trata. ¿Es que la trata no tiene agravantes? 
Nosotros creemos que sí; creemos que ahí también el duende jugó mal. Entonces hay que citar los 

artículos 78, 79 y 80 y no sólo el 78. Es la primera vez que vamos a tener tipificado el delito y sus 
agravantes; entonces, es importante que estén claros los agravantes porque la trata requiere de los agravantes 
y más los que están establecidos allí, que son bien importantes. 


Respecto al artículo 83 -lo planteamos en la Cámara de Senadores y no tuvimos suerte; lo volvemos a 
plantear acá; somos insistentes porque acá sí nos va mucho-, por lo que decíamos antes, nos interesa que 
quede claro que hay más gente indocumentada de la que pensamos. ¿Por qué? Porque existen 
interpretaciones de las normas por parte de los mandos medios, de la Dirección Nacional de Migración, que 
no compartimos. Voy a referirme a casos concretos para que se entienda de lo que hablamos. Estos son 
hechos de la vida real. "Paraguaya, con cincuenta años de residencia en el país, sin ningún documento, ni 
paraguayo ni uruguayo, tiene dos hijos de cuarenta y treinta y ocho años, uruguayos, esposo y nieto; no tiene 
medios de vida y Migración no le permite documentarse". ¿Por qué? Porque no tiene medios de vida, porque 
no tiene los antecedentes penales, etcétera. Ustedes se dan cuenta de que estoy hablando de personas con 
cincuenta años de residencia. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera saber si no se puede establecer algún medio de prueba ante las 
autoridades de la Dirección Nacional de Migración, como por ejemplo, los años que estas personas han 


vivido en el país, ya que me parece que tendría que ser un elemento de juicio importante a efectos de 
extender documentación. 


SEÑORA VARELA.- Cuando le lea más casos, que hemos peleado uno a uno, usted se va a dar cuenta 
que el buen juicio no es algo que se dé habitualmente en estos casos. Me refiero, concretamente, a la 
Directora Nacional de Migración, y lo digo porque previamente se lo manifesté a ella; de lo contrario, 
me callaría. 


SEÑOR POSADA.- En esos casos -seguramente nos van a relatar alguno más- en donde ustedes 
comprueban esta falta de sentido común -por decirlo de alguna manera-, ¿no hay posibilidades de 
presentar un recurso de revocación y jerárquico ante el Ministro correspondiente? 


SEÑORA VARELA.- Esto empieza a pasar en setiembre de 2004. Hemos recurrido a los señores 
Ministros y Subsecretarios del Interior y no hemos tenido éxito. 


Vamos a entender la idiosincrasia de estas personas. Son pobres; los ricos no tienen problemas. Son pobres y 
no tienen los mismos criterios de tiempo, de persistencia o de dar una pelea de esta índole y tienen miedo 
porque ven películas. Además, les pasan cosas y tienen miedo, y tienen razón en tenerlo. Entonces, no es fácil 
para nosotros embarcarlos en algo cuyas consecuencias pagan ellos. Es un problema de responsabilidad 
respecto del otro. 


SEÑOR ROBALLO.- Si bien esto lo tendremos que discutir después en la Comisión, yendo a aspectos 
prácticos, quiero decir que en otro momento y desarrollando otras actividades hemos visto situaciones 
parecidas a estas. El orden jurídico establece determinadas posibilidades, entre otras, todo lo que es el 
aspecto recursivo. Es decir que cuando hay un acto administrativo se puede recurrir, etcétera. Todos 
sabemos que algunos mecanismos judiciales o administrativos recursivos son ineficientes o ineficaces. 
Por eso hay institutos, como el de la acción de amparo, que precisamente hablan de esa deficiencia 
cuando los mecanismos normales son ineficientes, por ejemplo, por el tiempo que insumen. A esto hay 
que agregar las dificultades económicas, culturales, las situaciones familiares que se viven en esos 
momentos. Imaginemos a una persona extranjera, en un país ajeno, con todos esos aspectos subjetivos 
a los que también se hacía referencia. Esto lo destaco porque también vi situaciones en ese sentido. 


Y quiero decir algo más. Hoy tenemos instituciones que quizás pueden acoger, apadrinar o conducir este tipo 
de situaciones, pero no solo no van a captar todos los casos sino que nosotros tenemos que prever una norma 
incorporando la posibilidad de que mañana estas instituciones no estén. Me parece un dato interesante. Creo 
que va más allá de solucionar aspectos burocráticos. Después tendremos que imaginar esa otra posibilidad, 
más allá de que hoy existan herramientas jurídicas concretas que, desde el punto de vista formal, pueden 
aplicarse y por eso también me quedo expectante respecto a estos casos prácticos para ver si se adaptan o no. 
Estamos hablando de situaciones bien particulares: la de los refugiados e inmigrantes. 


SEÑORA VARELA.- Voy a mencionar varios casos: argentina con cuarenta y cuatro años en el país, 
casada con uruguayo y con hijos nacionales, nunca tuvo cédula y no tiene medios de vida. Ella 
demuestra que puede vivir porque está viva. ¡Lo esencial es que esté viva! Pero a Migraciones eso no le 
sirve; eso no es demostrar medios de vida. Estar cuarenta y cuatro años en el país, tener hijos en el 
país, ¿no demuestra que puede vivir? Es un hecho claro. Además, se piden antecedentes penales de 
Argentina, debidamente legalizados en el consulado argentino. Hace cuarenta y cuatro años que está 
en el país. ¡Prescribió todo en Argentina! Pero no, sin eso no pasa nada. Y usted, Diputado, hablaba del 
buen juicio. 


Otros casos son: argentino con treinta y tres años en el país, ochenta y tres años de edad, casado con 
uruguaya, tiene tres hijos uruguayos, nunca tuvo cédula y no tiene medios de vida; argentina con veintinueve 
años en el país, casada con uruguayo, con trece hijos uruguayos, nunca tuvo cédula y no tiene medios de 
vida; cubano, veinte años en el país, casado con uruguaya, no tiene documentación cubana -la partida de 
nacimiento cubana legalizada cuesta US$ 200, los antecedentes penales legalizados cuestan US$ 200 y esto 
demora dieciocho meses-; argentina con diecisiete años en el país, pareja uruguaya, tres hijos de seis, diez y 
dieciséis años, no puede acreditar medios de vida. 


Me voy a saltear algunos casos para no ser reiterativa. 
SEÑOR ORTUÑO.- Quizás pueda dejar esa documentación. 
SEÑORA VARELA.- Sí, claro, aunque no están los nombres por protección. 


Sigo con los casos: brasileña con más de un año en el país, tiene hijo nacional uruguayo, se separó del 
compañero y para tramitar la tenencia necesita cédula y no tiene medios de vida. Es un problema de las jefas 
de hogar. No tiene asignación familiar ni asistencia médica. 


Hay dos casos más que voy a mencionar. Uno es de una peruana que ingresó a Uruguay el 30 de abril de 
2000 e inició los trámites en SEDHU en diciembre de 2003. Se desempeñaba en el servicio doméstico. La 
patrona le daba altas y bajas en el BPS. Esto le pareció sospechoso a Migración y en agosto de 2006 un 
policía concurrió a su trabajo. Ella tenía el día libre y la patrona la despidió porque tuvo miedo. En octubre de 
2006 perdió un embarazo. Entonces, se castiga al inmigrante por entrar y salir del BPS. ¿A cuántas uruguayas 
del servicio doméstico les pasa esto? Es muy fuerte que vaya un policía al lugar de trabajo, porque el patrón 
no quiere saber de nada. Este no es el único caso; hubo otros de este tipo. Esto lo protestamos. Hablamos con 
los Ministros, con los Subsecretarios, con todo el mundo, y todavía esta persona no tiene la documentación. 


Quiero decir algo que corre para todos. Los Diputados tienen un contacto más directo con las personas 
porque van a sus departamentos y se enteran de cosas. El SEDHU tramita este tipo de cosas en lugares 
ignotos porque tenemos una red de organizaciones como la nuestra que nos hacen esos favores. Conseguimos 
una partida de nacimiento legalizada de Colombia. Y no nació en Bogotá sino en el medio de la selva. Lo que 
pasa es que las iglesias están en todos lados y con esa red logramos documentación para las personas. Eso 
tiene costos que no son menores, pero los sobrellevamos. 


Hay un caso que nos planteó un Diputado. Es el de un joven con discapacidad severa. Nació en Misiones, 
Argentina, pero no en la capital, sino en un lugar perdido. Vive en Fray Bentos con la madre adoptiva. Lo de 
"adoptiva" es espiritual, porque cuando hacían el trámite de adopción falleció el padre adoptante. No se pudo 
terminar el trámite. La mamá está en una situación social muy difícil y quiere tramitar una pensión para su 
hijo. Nos dieron la partida y logramos legalizarla. El otro día, cuando hubo un acto de Naciones Unidas, la 
Diputada que nos planteó esto dijo que le dijeron en el BPS que la Constitución impedía esto en el caso de 
los discapacitados. Esto es delirante. La Constitución no dice eso, y si lo dice, hay un artículo 72 que da la 
posibilidad de sanearlo. Lo cierto es que todavía estamos en vueltas y esto empezó en setiembre de 2006. 


Hacemos un seguimiento bastante continuo de los casos. Esos casos nos dicen que no nos alcanza esta norma 
que está establecida y que dice que las personas extranjeras que hayan ingresado al país y mantengan una 
situación irregular al momento de la promulgación de esta ley, podrán acogerse a las presentes disposiciones. 
Creo que esto debe quedar más claro porque si después lo va a interpretar la misma Directora de Migración, 
seguiremos con estos problemas. 


Muchos de esos casos surgieron con el Plan de Emergencia porque una persona estaba en el Plan y la otra 
integrante del núcleo familiar no tenía cédula, no existía. Entonces, eso hace que sea muy complejo este 
tema. Ustedes se van a preguntar de cuántos estamos hablando. Tenemos este estudio que hizo la Universidad 
de la República, que es el único actual que existe sobre el tema. La Facultad de Ciencias Sociales estudió el 
tema de la población migrante en Montevideo procedente de cinco países latinoamericanos en el período 
comprendido entre 1998 a 2000. Estos migrantes son bolivianos, colombianos, cubanos, ecuatorianos y 
peruanos. A través de este estudio obtuvimos estos números. A esa fecha, según los registros en los 
consulados, el total ascendía a 3.127; según quienes hayan tramitado la cédula uruguaya, eran 1.963. Nos 
quedamos con el número mayor: 3.127. Después vino la crisis de 2002 y sabemos que mucha gente volvió a 
sus países porque no podía seguir enviando las remesas pues sus salarios bajaron. O sea, el número es 
bastante menor. 


Por otro lado, a través del SEDHU hacemos trámites; en 2004 tramitamos doscientas sesenta residencias; en 
2005, trescientas diez, y en 2006, trescientas ochenta. No estamos hablando de números gigantescos, 
logramos que la gente se documente. Para nosotros es importante que la gente tenga cédula de identidad, 
porque así tiene historia, así existe, no es para que tengan un papelito más. De esa manera van a tener 
derecho a la asistencia de la salud, van a ser personas. Además, pensamos que solamente vienen de algunos 


lados, pero vienen de Alemania, Argentina, Brasil, Camerún, Chile, Colombia, Congo, Costa de Marfil, 
Cuba, Ecuador, Estados Unidos, El Salvador, España, Georgia, Ghana, Haití, Kosovo, Letonia, Liberia, 
Lituania, Nigeria, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal, República Dominicana, Rusia, Somalía, Sudáfrica y 
Ucrania. Por lo menos hay uno de todos esos países y de algunos hay más. 


No nos damos cuenta, pero esta situación existe y nos parece importante que la gente tenga su documento de 
identidad, que exista, para bien o para mal. Para bien, para darle derecho a la atención de la salud, para que 
pueda tener un trabajo regular, porque también se da una doble situación que es la siguiente. En algunos 
casos el BPS acepta la inscripción del migrante con el pasaporte, el migrante paga sus aportes, paga DISSE, 
pero no tiene derecho porque carece de la cédula. Eso es terrible. Le sacamos la plata del bolsillo, pero no le 
damos ningún derecho. Se entiende que si el señor está grave es atendido de emergencia. Pero si tiene alguna 
enfermedad más leve no es atendido. Nos parece que esto hay que solucionarlo. 


Es por eso que planteamos que se otorgue una especie de amnistía. Por ejemplo, en Argentina se implementó 
el Plan Patria Grande y se regularizó a setecientas mil personas. No es nuestra situación, no temamos, no 
estamos hablando de esos números. Entonces, pensamos que en dos años -salvo los cubanos a quienes el 
trámite les demora dieciocho meses; veremos cómo lo solucionamos, pediremos prórrogas- se podrá 
solucionar la situación de estos migrantes. Es importante que esto quede establecido en la norma de forma 
clara y que podamos pelear donde tengamos que hacerlo. Además, trataremos de que la reglamentación al 
respecto sea muy explícita, porque en el proyecto se crea una comisión a través de la cual podremos aportar 
desde nuestra realidad. Sin perjuicio de que nos peleemos por algunas cosas, tenemos una relación 
permanente, y nos vamos a seguir peleando porque a veces estamos en situaciones distintas; por eso es que 
hacemos esta sugerencia, y ustedes la evaluarán luego. 


Inclusive, vinculado a las reglas de apreciación agregamos otro artículo. En el artículo 1% decimos mucho 
más de lo que establecen muchos países -lo que a nosotros por lo menos nos llena de orgullo-, porque 
decimos que migrar es un derecho inalienable, y eso es mucho más de lo que se dijo en la Cumbre 
Iberoamericana de Presidentes cuando solo se expresó que migrar no es delito, y eso me avergúenza. 
Entonces, si mantenemos la coherencia entre el artículo 1* y la situación de los migrantes, tendríamos que 
interpretar la situación de estos desde el principio "pro hominis", a favor de la persona migrante, porque hay 
personas que no pueden acreditar algunas cosas. Algunas personas que vienen de Nigeria no tienen nada, en 
ese país no hay papelitos. Conseguir una partida de nacimiento en Nigeria y legalizarla es una tarea de 
titanes, pero hemos legalizado dos. Ustedes recordarán a los cuatro nigerianos. En ese caso la Directora de 
Migración entendió que esos señores eran pasajeros clandestinos, que eran polizones. No hemos logrado que 
entienda que estas personas fueron ingresadas al país por la Fuerza Aérea, a través del Grupo de Aviación 
Búsqueda y Rescate. 


SEÑOR POSADA.- Además hay una cuestión de humanidad. 
SEÑORA VARELA.- El buen juicio y la humanidad no son la realidad. 


Hay algo que para nosotros es muy importante. Vamos a plantear algo que no hicimos en la Cámara de 
Senadores porque a pesar de que discutimos el proyecto cuando se estaba elaborando -fuimos convocados e 
hicimos nuestros aportes-, nos dimos cuenta de que cuando esta iniciativa se apruebe derogará la ley del 
estatuto del refugiado, que es anterior, porque en nuestro país una ley posterior deroga una anterior. En este 
proyecto se han planteado cosas que pueden interpretarse como que derogan la ley del estatuto del refugiado, 
y ahí nos duelen prendas. 


Proponemos un artículo más que establezca que las disposiciones de la presente ley en lo que se refiere a la 
admisión, ingreso y permanencia de las personas extranjeras al territorio nacional, deberán interpretarse y 
aplicarse de modo compatible con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho 
Internacional Humanitario y el Derecho Internacional de los Refugiados, y especialmente con las 
disposiciones de la Ley_N* 18.076 sobre Estatuto del Refugiado. Porque esta ley le otorga a los solicitantes 
del refugio y a los refugiados categorías especiales. Esto no es porque sí; esta ley dio mucho trabajo como 
para que, por distraernos, quede en tela de juicio, de interpretación o de duda lo que entendemos está muy 
bien planteado. En ese sentido, nos parece que vale la pena tener en cuenta esto, porque son muchas las 
cosas. Por ejemplo, ACNUR hace una serie de planteos precisamente sobre este tema que está en distintos 
artículos. Entendemos que para los Diputados es muy difícil abrir el proyecto artículo por artículo, pero nos 


parece que esos planteos son importantes porque en algunos casos hay determinadas normas que si las 
interpretamos con otras se deroga otra ley y, entonces, se puede complicar mucho para los refugiados y para 
la interpretación del Estatuto de los refugiados. Eso nos parece importante. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Estoy totalmente de acuerdo con lo que está planteando la escribana Varela. En 
oportunidad del debate del Estatuto del Refugiado, el artículo 47 fue el único que modificó el Senado y 
que generó un debate muy fuerte y, de alguna manera, fue laudado incluyendo todos los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos que había votado nuestro país. No obstante, a mi 
juicio dejó por el camino algo que el doctor Gros Espiell había dicho que era el corazón de ese proyecto 
de ley: instalar por primera vez el derecho internacional de los derechos humanos como un derecho 
supranacional. Eso después se recoge parcialmente en el proyecto de cooperación con la Corte Penal 
Internacional, pero fue el nudo que hizo que el Estatuto del Refugiado volviera del Senado a Diputados 
porque, como dije, esa fue la única corrección que se hizo. 


Entonces, me parece bueno que aquí esto se deje a texto expreso, a fin de evitar caer nuevamente en aquello. 
Por lo tanto, considero que es buena la observación que se ha hecho; los antecedentes demuestran lo que 
sucedió en esa oportunidad. 


SEÑORA VARELA.- Precisamente, el doctor Gros Espiell dijo en la Comisión de Diputados: "Esta 
norma vale la ley". Como se expresó, esa norma luego fue modificada, pero personalmente me atrevo a 
decir que quedó mucho mejor de lo que estaba. 


Quisiera referir ahora a los artículos 32 y 33 del proyecto de ley. La filosofía de la iniciativa es la siguiente: 
"No vamos a enumerar quiénes son residentes permanentes"; sí se enumera a los residentes temporarios, 
turísticos. En el proyecto del Poder Ejecutivo, se incluía como residentes temporarios a los refugiados, pero 
nosotros planteamos que eran residentes permanentes y entonces los sacaron. No obstante, ACNUR insiste en 
que ello figure a texto expreso. 


Nosotros estuvimos dándole vueltas a ese asunto para no cambiar la filosofía de la ley que, como dije, es no 
enumerar. Además, hemos tenido en cuenta lo que se nos dice desde ACNUR y consideramos que realmente 
nos podemos meter en problemas si eso no figura a texto expreso. Concretamente, el artículo 32 dice: "Se 
considera residente permanente a la persona extranjera que ingresa al país con el ánimo de establecerse 
definitivamente y reúna las condiciones legales para ello". Por su parte, el artículo 33 expresa: "Tendrán la 
categoría de residentes permanentes los cónyuges, concubinas/os, padres y nietas/os de uruguayos, bastando 
para ello acreditar dicho vínculo ante las autoridades de la Dirección Nacional de Migración". Nosotros 
pensamos que aquí se podría agregar: "También tendrán la categoría de residentes permanentes los refugiados 
reconocidos como tales". 


SEÑOR POSADA.- ¿Y por qué no incluir ese agregado en el artículo 32? 


SEÑORA VARELA.- En realidad, nos da lo mismo dónde se incluya; lo que pasa es que el artículo 33 
abre. De todas maneras, estoy de acuerdo con lo que dice el señor Diputado: tiene más sentido incluir 
esto en el artículo 32. 


Creo que en este agregado queda claro que no estamos hablando de los solicitantes de refugio, sino de los 
refugiados reconocidos. Sacamos a quienes se les cancela el estatuto. La cuestión es bien clara: los refugiados 
reconocidos como tales; eso limpia el asunto. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En el Senado se eliminó el literal j) del artículo 34, que incluía a los refugiados. 
Por la lectura de la versión taquigráfica de esas reuniones -e, inclusive, por alguna consulta que 
oportunamente hizo la escribana Varela- nos dio la impresión de que ustedes solicitaron que se 
procediera en ese sentido. 


SEÑORA VARELA.- Efectivamente. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Ahora bien, ACNUR considera válido e importante que eso figure y con carácter 
permanente. En ese sentido, entiendo que la escribana Varela no está pensando en volver a incluir el 
literal j), sino en otorgar esa categoría en el artículo 32 o en el artículo 33. 


SEÑORA VARELA.- Nosotros pedimos que se sacara a los refugiados como residentes temporarios por 
varios motivos. Hay muchos refugiados que se han convertido en residentes legales. Entonces, si son 
residentes temporarios, les impedimos acceder a la ciudadanía. Han llegado a tal grado de integración, 
que ya son uno más de nosotros; por lo tanto, les complicaríamos mucho la vida. Pero además, eso 
significaría que una vez al año tendrían que sacar la Cédula de Identidad y traer antecedentes penales 
legalizados, lo cual sería terrible: una sanción; por eso pedimos que salieran de la categoría de 
residentes temporarios. No obstante, ACNUR ahora nos pide por favor que eso quede a texto expreso. 
Como decía, nosotros le dimos vueltas al asunto, y concluimos en que tenía razón: es mejor que eso 
quede a texto expreso; de esa manera, nadie lo va a discutir. 


Como manifesté, en muchos casos se trata de residentes permanentes porque se han legalizado, y por lo tanto 
han dejado de ser refugiados: si son ciudadanos legales ya no se trata de refugiados y son más de los que 
pensamos. Ese es un nivel de integración que vale la pena que mantengamos; además, no estamos hablando 
de números gigantescos. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera plantear una alternativa a lo planteado, para que figure en la versión 
taquigráfica. El artículo 32 dice: "Se considera residente permanente a la persona extranjera que 
ingresa al país con el ánimo de establecerse definitivamente y reúna las condiciones legales para ello", 
y a mí me parece que aquí sería bueno agregar: "y los refugiados reconocidos como tales". 


SEÑORA VARELA.- Totalmente de acuerdo con la propuesta. 


SEÑOR ORTUÑO.- Personalmente, quisiera agradecer la presencia de la visita y reconocer la calidad 
del aporte que han hecho al trabajo de la Comisión, confirmando que siempre es bueno abrir el 
proceso de consultas a las organizaciones de la sociedad civil y a los especialistas. 


Realmente, creo que este es un proyecto bien importante, que alinea la legislación nacional con la 
internacional y nos permite hacer un avance en este sentido. A la luz del informe que se plantea, sin duda es 
un proyecto perfectible y pienso que podemos trabajar en esa dirección en este ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los invitados han realizado un informe muy pormenorizado, que será muy 
importante para los señores legisladores. Para nosotros son muy útiles tanto la versión taquigráfica 
como los documentos que nos aportan las delegaciones. Sin duda, cuando analicemos cada uno de los 
artículos tendremos en cuenta vuestro aporte, que ha sido muy valioso. 


SEÑORA VARELA.- Agradecemos a la Comisión por escucharnos. Para nosotros este tema es muy 
importante, porque en esto trabajamos todos los días. Además, somos la única institución que lo hace; 
no hay ninguna otra con la cual podamos intercambiar experiencias. A veces puede parecer como que 
se nos ocurren cosas locas, pero tienen que ver con las situaciones que están viviendo las personas. 


Reitero que no es menor el hecho de que la gente tenga cédula de identidad. Debemos tener en cuenta que se 
trata de personas. Hay una canción de "Los Olimareños" que dice que se necesitan papeles para nacer, 
papeles para morir, papeles para vivir, titulada "Caco, sálvanos". A estas personas no las salva Caco, porque 
no existen. Hay personas que hace cuarenta o cincuenta años que están sin documentos, por lo que no existen 
en nuestro país; esto es terrible. 


Por lo tanto, nos parece importante la posibilidad de la amnistía. Además, no nos van a invadir. Son muchos, 
pero con suerte, serán cuatro mil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


